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6.2.  Subdirección de Fortalecimiento Institucional Territorial 
 
 
 
 
 
Señor 
JUAN CAMILO GAMBOA CAMACHO  
 

Radicado entrada 1-2026-006382 
No. Expediente 1189/2026/GEA 

 
 
Tema:           Impuesto sobre vehículos automotores 
Subtema:     Régimen Sancionatorio 
  
 
 
Cordial saludo, Sr. Gamboa 
 
Mediante escrito radicado en este Ministerio se remite por parte de la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales – Dian a esta Dirección la consulta por usted, en la 
que solicita: 
 

“Concepto sobre el marco normativo aplicable a la liquidación y cobro de la 
sanción del impuesto vehicular para vehículos públicos de carácter local.” 

 
De conformidad con el Decreto 4712 de 2008 la Dirección General de Apoyo Fiscal 
presta asesoría a las entidades territoriales y a sus entes descentralizados en materia 
fiscal, financiera y tributaria, la cual no comprende el análisis de actos administrativos 
particulares de dichas entidades, ni la solución directa de problemas específicos. De 
acuerdo con lo anterior, esta Dirección ofrece elementos de análisis en el ámbito de 
nuestra competencia y en los términos del artículo 28 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, es decir de manera general y 
abstracta, por lo que no tiene carácter obligatorio ni vinculante, y no compromete la 
responsabilidad del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 
Para dar respuesta a su consulta, es preciso inicialmente indicar que su interrogante 
es confuso, por lo tanto, efectuaremos la respuesta desde dos escenarios. 
 

Radicado: 2-2026-013184
Bogotá D.C., 13 de febrero de 2026 09:55
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La primera, es de tener en cuenta que sí lo que usted se refiere a vehículos públicos 
de carácter local son los denominados vehículos de uso oficial, es de indicar que esta 
Dirección respecto a gravar con el impuesto sobre vehículos a este tipo de 
automotores se pronunció en el Oficio 2-2023-036041, el cual adjuntamos para su 
conocimiento y fines pertinentes, en el que señalo que: 
 

“En principio, es necesario señalar que ha sido criterio reiterado1 de esta 
Dirección que los vehículos de propiedad de los municipios no están sujetos al 
impuesto sobre vehículos automotores de que trata la Ley 488 de 1998, 
posición que se funda en lo normado por el inciso primero del artículo 170 del 
Decreto Ley 1333 de 1986  
 
[…] 
 
En consecuencia, todos aquellos vehículos que se encuentren matriculados 
como vehículos oficiales, indistintamente de que entidad pública ostente la 
propiedad de los mismos, se entiende que por razón de su servicio no pueden 
ser gravados con el impuesto sobre vehículos automotores de que trata la Ley 
488 de 1998, por carecer de uno de sus elementos estructurales.” 
 

La segunda, es de tener en cuenta que sí a lo que usted se refiere a vehículos públicos 
de carácter local son los denominados vehículos de uso público es de tener en cuenta 
que el artículo 214 del Decreto Ley 1333 de 1986 estableció el Impuesto de 
Circulación y Tránsito, el cual grava a los vehículos de servicio público, y que puede 
ser aplicado por aquellos municipios que cumplan con la condición establecida en el 
parágrafo 4° del artículo 145 de la Ley 488 de 1998, esto es, aquellos que lo hayan 
establecido respecto de los vehículos de servicio público con base en normas 
anteriores a la sanción de la citada Ley 488 de 1998.  
 
Ahora bien, el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, establece:  
 

“Artículo 59. Procedimiento tributario territorial. Los departamentos y 
municipios aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto 
Tributario Nacional, para la administración, determinación, discusión, cobro, 
devoluciones, régimen sancionatorio incluida su imposición, a los 
impuestos por ellos administrados. Así mismo aplicarán el procedimiento 
administrativo de cobro a las multas, derechos y demás recursos territoriales. 
El monto de las sanciones y el término de la aplicación de los procedimientos 
anteriores, podrán disminuirse y simplificarse acorde con la naturaleza de sus 

                                                 
1 1 Ver entre otros: Concepto 100 de 1999; Oficio 014842 de 2005; Oficio 016164 2007 y Oficio 2-2008-028187 de 

2008. 
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tributos, y teniendo en cuenta la proporcionalidad de estas respecto del monto 
de los impuestos”. (Énfasis añadido) 

 
En consecuencia, el referido artículo 59 de la Ley 788 de 2002, establece de manera 
imperativa que las entidades territoriales para la administración y control, así como 
para el régimen sancionatorio de sus tributos, deben remitirse a las normas del 
Estatuto Tributario Nacional. 

 
Conforme con la norma sub examine, para efectos de administración, determinación 
(fiscalización y liquidación), discusión, cobro, devoluciones, régimen sancionatorio y 
su imposición, las entidades territoriales deben aplicar los procedimientos del Estatuto 
Tributario Nacional y solamente le es dado, disminuir el monto de las sanciones y 
simplificar los procedimientos de acuerdo con la naturaleza de sus tributos. De esta 
forma, el Estatuto Tributario Nacional, constituye el marco de ley en materia 
sancionatoria y procedimental para la administración de impuestos territoriales.  
 
Así, en materia de sanciones se precisa que las entidades territoriales deben aplicar 
el régimen sancionatorio y las sanciones establecidas en el Estatuto Tributario 
Nacional, por lo que no le es dado diseñar sanciones diferentes a las allí establecidas. 
Cuando se trate de sanciones que no hacen referencia en el Estatuto Tributario 
Nacional a ningún impuesto en particular, la entidad territorial podrá aplicarla sin 
necesidad de acto administrativo territorial, como es el caso de la sanción de 
extemporaneidad, la sanción por mora, la sanción por corrección y la sanción mínima 
de que trata el artículo 639 del Estatuto Tributario Nacional, caso en el cual mediante 
ordenanza, la asamblea departamental puede establecer los montos o parámetros de 
cálculo acorde con las cuantías, la naturaleza de los impuestos departamentales y el 
hecho sancionable. 
 
En lo que hace al monto de las sanciones, hacemos nuestro lo expresado por la Corte 
Constitucional2 quien al respecto señaló que “La proporcionalidad y razonabilidad de 
las sanciones, en el marco de las infracciones tributarias, tiene un claro fundamento 
en el principio de equidad, consagrado en el artículo 363 de la Constitución, equidad 
que, en concepto de esta Corporación, no sólo debe predicarse de la obligación 
tributaria sustancial, sino que debe imperar en la aplicación y cuantificación de las 
sanciones que puedan llegarse a imponer, tanto por el desconocimiento de 
obligaciones tributarias de carácter sustancial, como de las accesorias a ella. El 
legislador, en este caso, es el primer llamado a dar prevalencia a estos principios, 
fijando sanciones razonables y proporcionadas al hecho que se sanciona. Pero, 
igualmente, los funcionarios encargados de su aplicación están obligados a su 
observancia”. Aterrizando lo anterior al contexto territorial, la entidad territorial al 
                                                 
2  Sentencia C-160 del 29 de abril de 1998, con ponencia de la Dra. Carmenza Isaza de Gómez. 
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momento de determinar el monto de las sanciones deberá procurar que estas sean 
razonables y proporcionadas con la conducta que se pretende sancionar. 

 
Cordialmente, 
 
 
CLAUDIA HELENA OTÁLORA CRISTANCHO 
Subdirectora de Fortalecimiento Institucional Territorial 
Dirección General de Apoyo Fiscal  
 
 
Elaboró: 
YULIET FERNANDA ARIAS 
QUIROGA 
Subdirección de 
Fortalecimiento Institucional 
Territorial    

Revisó: 
CLAUDIA HELENA OTÁLORA 
CRISTANCHO 
Subdirección de 
Fortalecimiento Institucional 
Territorial    

Aprobó: 
CLAUDIA HELENA OTÁLORA 
CRISTANCHO 
Subdirección de 
Fortalecimiento Institucional 
Territorial    

 

Firmado digitalmente por: CLAUDIA
HELENA OTALORA CRISTANCHO
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